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INFORME PROYECTO DE LEY 9-2018






  Antecedente: Boletín N° 10.391-03.

Santiago, 18 de abril de 2018.





 
Mediante oficio N° 13.767, de 5 de marzo de 2018, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se remitió el proyecto de ley, iniciado en Moción, que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad, para recabar informe respecto de su artículo 14 (Boletín N° 10.391-03).



 
 

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión de 13 del presente mes, presidida por el titular señor Haroldo Brito Cruz y con la asistencia de los Ministros señores Milton Juica Arancibia, Sergio Muñoz Gajardo, Hugo Dolmestch Urra, Héctor Carreño Seaman, Carlos Künsemüller Loebenfelder y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga, señora Andrea Muñoz Sánchez, señores Manuel Valderrama Rebolledo, Jorge Dahm Oyarzún y Arturo Prado Puga, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

A LA PRESIDENTA 

SEÑORA MAYA FERNÁNDEZ ALLENDE
H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO 

“Santiago, diecisiete de abril de dos mil dieciocho.


Vistos y teniendo presente:
 
Primero. Que mediante oficio N° 13.767, de 5 de marzo de 2018, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se remitió el proyecto de ley, iniciado en Moción, que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad, para recabar informe respecto de su artículo 14 (Boletín N° 10.391-03). 
 Segundo. Que el artículo 1 señala que son intermediarios o corredores de propiedades las personas naturales o jurídicas establecidas en Chile que se dedican en forma pública y predominante a esa actividad, pudiendo ejercerla cualquier persona, chilena o extranjera que haya aprobado, al menos, la enseñanza media o equivalente y no haya sido condenada por delito contra la propiedad.

Pues bien, para ejercer la actividad del corretaje se suprime el carácter obligatorio de la inscripción en el registro respectivo, pero, conforme a lo que dispone el artículo 9, es menester para publicitar la condición de intermediador inmobiliario, dado que señala que  “Sólo las personas naturales o jurídicas que cuenten con su inscripción vigente en el Registro podrán publicitar la condición de “agentes o corredores registrados”, calidad que podrá ser consignada en la publicidad, contratos u otros medios que serán definidos en el reglamento a que se refiere el artículo anterior”.


Como se advierte, se define la actividad en base a las personas que la ejecutan, sin pronunciarse acerca de lo que significa –en los hechos- el corretaje de propiedades. Al respecto, en el informe emitido en el año 2015, se señaló que “parece que sancionar el uso de la expresión “corredor de propiedades” es un mecanismo poco idóneo para cumplir las finalidades de la iniciativa, por dos razones. En primer lugar, pues, como resulta obvio, el uso de una expresión para referir a la actividad que se realiza puede ser fácilmente cambiado sin modificar el rol que materialmente se ejerce, arriesgando una alta tasa de inaplicación de la ley. Así, un rebelde a la normativa podría perfectamente titular su actividad como “intermediador inmobiliario”, “corredor de bienes raíces” o “asesor inmobiliario”, entre otras expresiones. En segundo lugar, la disposición regula el uso de un título o nombre de una actividad laboral, y no el ejercicio de la actividad en sí misma, que es lo que parece -o debiera inspirar- la regulación propuesta”.
 


Tercero: Que de ese manera, si la inspiración del proyecto se orienta a regular la actividad de los corredores de propiedades -presumiblemente para proteger a los particulares que contratan con ellos-, una legislación como la propuesta hace dificultosa la eficacia de sus derechos, toda vez que la importancia del registro está dada sólo porque se puede publicitar la condición de “agente o corredor registrado”, no regulándose ni sancionándose el contenido concreto de la actividad.


Entonces, se extraña en el proyecto la determinación del bien jurídico protegido; que podría ser la protección de los clientes que contratan con los corredores, evitando así los daños que se identifican en la motivación de la moción. Lo anterior, porque el artículo 13 del proyecto dispone que “(…) las infracciones en que incurran las personas naturales o jurídicas que presten servicios de corretaje de propiedades o administración inmobiliaria, respecto de sus clientes, serán sancionadas de conformidad con la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores”.


De este modo, el proyecto cambia de orientación en relación a su primera versión; ya que mientras en aquella era obligatorio estar inscrito en el Registro de Corredores de Propiedades y se reservaba el uso de esa expresión a quienes lo estuvieran, consagrando sanciones aplicables por los juzgados de policía local, ahora no lo es, restringiéndose su necesidad sólo para fines publicitarios.


Conforme lo señalado, resulta conveniente que se aclare el propósito del registro, se determine el bien jurídico que se busca proteger  y se defina la actividad del corretaje según su contenido y no por los sujetos que la ejercen.


Además, llama la atención que se señale que no pueden ejercer la actividad de que se trata las personas condenadas por delitos contra la propiedad, porque la letra f) del artículo 3 dispone como requisitos para la inscripción en el registro no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.

 
Cuarto: Que la norma consultada refiere al procedimiento contencioso administrativo especia, artículo 14, inciso 2º. 

 
Dicha disposición señala: “En contra de la resolución de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño que deniegue, suspenda o cancele la inscripción en el Registro, el afectado podrá interponer recurso de reposición, que se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en la Ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de la Administración del Estado. 

En caso que la Subsecretaría no diere lugar a la reposición, la persona afectada podrá deducir un reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago o del domicilio del reclamante, a su elección, de conformidad con el artículo 151 de la Ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades”.

La iniciativa original señalaba que se podía deducir reposición de la resolución que rechaza la solicitud de inscripción o que dispone su cancelación ante el ente a cargo del registro, y de su resultado se podía deducir reclamación ante el juez de letras del domicilio del interesado, apelable ante la Corte de Apelaciones respectiva. Por lo tanto, se tuvo presente la opinión dada a conocer por esta Corte en el sentido indicado en el proyecto, lo que resulta positivo.

 Sin embargo, han de plantearse dos observaciones:

1.- El concepto de “reclamo de ilegalidad” parece más bien propio de la acción que se interpone contra el actuar del edil, porque la materia de la impugnación dice relación con  la legalidad del acto; razón por la que las vías de refutación judicial de los demás actos administrativos se conoce usualmente con el nombre de acciones de reclamación administrativa, que corresponde a la hipótesis en estudio. Así, la denominación originalmente empleada por el proyecto (“reclamo” a secas) parece más adecuada, debiendo mantenerse, eso sí, que su tramitación lo sea conforme al procedimiento establecido en el artículo 151 de la Ley N° 18.695.


2.- Lo concernido al agotamiento previo de la vía administrativa para acceder a la impugnación en sede judicial. Pues, de la lectura del inciso 2°, como ya lo señaló esta Corte, “aparece que la acción de reclamación se deduce contra la resolución administrativa que rechace la reposición, lo que puede dar lugar a entender que, necesariamente, debe agotarse la vía administrativa para poder acudir a la vía jurisdiccional. Teniendo en consideración lo que dispone el artículo 54 de la Ley N° 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos, los particulares tienen un derecho de opción para utilizar a su arbitrio los procedimientos administrativos o judiciales de impugnación, según estimen conveniente, sin que deban agotarse los primeros antes de usar los segundos, sin perjuicio de que el uso de la herramienta de impugnación en sede administrativa, una vez ejercida a elección del administrado, produce el deber de abstención de conocer del asunto por los tribunales en tanto esté pendiente dicho recurso. En otras palabras, el ordenamiento jurídico nacional no exige un orden de prelación entre los procedimientos judiciales y procesos administrativos de impugnación, sino que otorga a los administrados el derecho de elegir la vía de impugnación específica en cada caso. Esta es una regla de gran importancia en el Derecho Administrativo, y que ha sido tratada latamente por la doctrina. Por las razones señaladas, parecería más adecuado que el proyecto de ley establezca que de la resolución que se pronuncia acerca de la inscripción –en términos amplios, lo que incluye la resolución que se pronuncia de la reposición respectiva–  podrá reclamarse ante la judicatura competente”.


Lo anterior, por supuesto, no obsta a la reclamación judicial de las resoluciones de la subsecretaría respectiva que no den lugar a la reposición, tal como  señala el proyecto.

 
Quinto: Que se observan en el proyecto otras disposiciones trascendentes.


I.- Ente a cargo del Registro de Corredores de Propiedades. Conforme al artículo 2, el referido registro de tipo electrónico debe ser llevado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. La versión original no lo señalaba.

II.-Diferenciación de requisitos de inscripción en el registro entre personas naturales y jurídicas. El proyecto primitivo exigía requisitos propios de personas naturales a las jurídicas –haber cursado enseñanza media o equivalente-.

Sin perjuicio de lo anterior, llama la atención los requisitos que para las personas naturales establece el artículo 3, ya que, en la letra a), exige “Ser chileno o extranjero con residencia continua en Chile por más de tres años, conforme al decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile”, pues no se advierte la razón para exigir un período mínimo de permanencia formalizada en Chile para incorporarse al registro respectivo y, por ende, poder publicitar esa actividad. Otro tanto ocurre con la letra h), que agrega como condición “Los demás requisitos que establezca el reglamento”, habilitación cuya amplitud pareciera ser exagerada y en pugna con la reserva legal que, naturalmente, subyace a la regulación que el proyecto asume al ser impulsado.

III.-En cuanto a la determinación de sanciones penales que impiden ser incluido en el registro. Se observa la superación de ciertas indefiniciones en las referencias a sanciones de índole punitiva que acarrean la imposibilidad de ser registrado como corredor de propiedad o la cancelación en el mismo, ya que la primera versión del proyecto aludía a la condena por “delito contra la propiedad”, ahora, la letra f) del artículo 3 acota a condena por delito que merezca pena aflictiva; lo que, en todo caso, plantea la duda en torno a si se refiere a penas que están siendo cumplidas o incluye aquellas que aparecen en los antecedentes del solicitante; y también en cuanto a la precisión de los delitos cuya condena ameritará la cancelación del registro, conforme se advierte del contenido de la letra d) del artículo 7; materia en la que se aprecia falta de coincidencia entre los requisitos para ser registrado en comparación con las causales de cancelación, particularmente en lo que refiere a los delitos de carácter económico que incluye la última disposición citada, dado que su relevancia podría entender que debieran ser concebidos también como habilitantes para figurar en el registro. 

IV.-Sentido de establecer la cancelación y suspensión en el registro bajo el nuevo diseño del proyecto. El proyecto en su nueva versión consagra el registro como exigencia para publicitar el servicio de corretaje de propiedades, no así el original, en cuyo caso el establecimiento de suspensiones y cancelaciones tenía un claro sentido, dado que la inclusión o exclusión del registro producía, al menos formalmente, el impedimento del ejercicio de la actividad bajo la denominación de “corretaje de propiedades”. 

El giro del actual puede llamar a prescindir de un sistema sancionatorio, pues en el nuevo escenario parece plausible que lo relevante radica simplemente en figurar o no en el registro para poder publicitar la actividad. Tal reflexión queda en evidencia al apreciar las causales de suspensión del registro, ya que la letra a) del artículo 6 establece como tal, el hecho que la persona natural o jurídica deje de cumplir alguno de los requisitos para ser inscrito en el mismo, en circunstancias que, en los hechos, el efecto inmediato y lógico debiera ser la simple eliminación del registro, tal como se observa con las causales de cancelación, situación que podría superarse –volver a ser incluido- al cesar la causal de inhabilidad. La dificultad de implementar la suspensión queda clara con la hipótesis planteada por la letra b) del artículo 6, que impone la suspensión –en este caso podría hablarse más propiamente de una sanción- a quienes incurran en “incumplimientos reiterados” de las obligaciones que impone el proyecto, concepto cuya amplitud y discrecionalidad aparecen de difícil aplicación, sin conocerse la extensión temporal que puede abarcar ni entenderse la razón para no acarrear la eventual cancelación por las mismas razones, lo que hace poco distinguible esta figura frente a la cancelación.

V.-Nueva norma que fija plazo para inscripción de quienes actualmente ejercen el corretaje de propiedades. El artículo 15 fija un plazo de dos años, contado desde la publicación del reglamento –debiera ser desde la entrada en vigencia de la ley-, para que las personas naturales y jurídicas que actualmente ejercen la actividad de corretaje de propiedades, acrediten el cumplimiento de los requisitos para ser incluidos en el registro. Sin embargo, no se advierte su sentido y eficacia dado que el nuevo diseño de la iniciativa sólo obliga a registrarse para fines publicitarios –no como condición para el ejercicio de la actividad económica-, siendo, por lo tanto, facultativo para quien ejerce la intermediación inmobiliaria pedir o no la inclusión cuando desee publicitar su trabajo. La norma tendría sentido en el entendido que quienes a la fecha de entrada en vigencia de la ley ejerzan el corretaje de propiedades con publicidad, pueden seguir desarrollándola de la misma forma hasta dos años después, terminado el cual deberán estar incluidos en el registro respectivo para poder continuar con sus medidas publicitarias. Si tal fuera el sentido, habría que explicitarlo.

VI.-En cuanto al contenido del reglamento que dictará el Ejecutivo para la ejecución de la ley. Al igual que en su primera versión, la primera disposición transitoria prevé un plazo de noventa días para que el Ejecutivo dicte el “reglamento para la aplicación de esta ley”, contados desde la fecha de su publicación. Pues bien, el artículo 8 señala que dicho reglamento contendrá normas de ejecución de la ley, en especial, las relativas al funcionamiento y al procedimiento de inscripción en el registro y su actualización.

VII.-Finalmente, incluye una segunda norma transitoria que fija el mismo plazo para la dictación del mentado reglamento y la época en que entrará en vigencia la ley, lo que importa dotar de coherencia a la implementación del nuevo cuerpo legal; pues bajo el diseño anterior, ante el silencio del proyecto, se habría dado el contrasentido de que la propuesta legal comenzaría a regir a contar de su publicación, y dentro de los noventa días siguientes se dictaría el reglamento para su ejecución.
 
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad, para recabar informe respecto de su artículo 14.
 
Se previene que el Ministro señor Juica estuvo por informar desfavorablemente el inciso segundo del artículo 14 del proyecto de ley remitido por el señor Presidente de la Cámara de Diputados, teniendo presente para ello que se pretende incorporar un procedimiento judicial en un conflicto de baja relevancia y en un ámbito que es propio a la actividad de la Administración, contexto que reconoce la reposición administrativa y otros conductos para agotar el procedimiento recursivo en esa materia, por lo que, a su juicio, no corresponde incorporar una acción de naturaleza jurisdiccional del modo que se plantea en la propuesta de ley remitida para conocer la opinión de esta Corte Suprema.   
 
Se previene que los Ministros señores Carreño y Silva, señoras Egnem y Sandoval, señores Fuentes y Blanco y señoras Chevesich y Muñoz, teniendo en consideración que el presente informe se evacua al tenor de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, estuvieron por limitarlo estrictamente a la materia de la consulta, esto es al inciso segundo del artículo 14 del proyecto ley. Por consiguiente, quienes previenen no concurren al fundamento quinto del informe precedente, atendido que dice relación con aspectos de legislación sustantiva y no con cuestiones concernientes a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia en los términos previstos en la citada norma de la Carta Fundamental.

 
Se previene que la Ministro señora Egnem fue de parecer de enfatizar especialmente lo anotado en la primera observación contenida en el motivo cuarto del informe, esto es, lo pertinente que resultaría reemplazar la denominación reclamo de ilegalidad por la anterior designación de reclamo que dicho arbitrio judicial tenía en el primer texto de la iniciativa de ley remitida a esta Corte, con tramitación de acuerdo al procedimiento estatuido en el artículo 151 de la Ley N° 18.695.


Ofíciese.

 
PL-9-2018”.
Saluda atentamente a V.E.,



    

          
HUGO DOLMESTCH URRA

    Presidente subrogante
JORGE SÁEZ MARTIN

          Secretario
� Corte Suprema de Justicia de Chile, “Oficio N° 138-2015. Informe proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad”, Boletín N° 10.391-03, 22 de diciembre de 2015, considerando noveno.


� “Oficio N° 138-2015. Informe proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad”, considerando séptimo.
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